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Parágrafo 2°. No se permite el uso de recipientes plásticos.

Artículo 9°. Salud del manipulador. Todo manipulador o comercializador de 
leche cruda y de leche cruda enfriada deberá:

a) Poseer un certificado médico que reconozca su aptitud para manipular la 
leche, el cual tendrá vigencia por un año;

b) Mantener la higiene personal y los buenos hábitos higiénicos;

c) Estar libre de lesiones en la piel y síntomas de afecciones respiratorias.

Artículo 10. Procedencia de la leche. La leche cruda y leche cruda enfriada 
que se comercialice para consumo humano directo, deberá proceder de ganaderías 
inscritas en programas de saneamiento establecidas por el Instituto Colombiano 
Agropecuario, ICA, las cuales han cumplido con procesos de vigilancia epidemio-
lógica de brucelosis y tuberculosis bovina. Estos procesos serán reglamentados por 
el ICA a través de resolución.

Parágrafo. La vigilancia epidemiológica en brucelosis y tuberculosis bovina, 
será realizada por funcionarios del ICA, Organismos de Inspección de Sistema de 
Autorización del ICA, Laboratorios de Diagnóstico del ICA, Laboratorios Auto-
rizados por el ICA y personal de las Entidades Territoriales de Salud Municipales, 
Distritales o Departamentales.

Artículo 11. Características fisicoquímicas de la leche cruda y de la leche 
cruda enfriada. La leche cruda y la leche cruda enfriada para consumo humano 
directo deberá cumplir además de los requisitos contemplados en el Decreto 616 
de 2006, con los siguientes:

a) La leche líquida proveniente de los animales bovinos debe tener mínimo 
2.9% de proteína;

b) Debe estar ausente de adulterantes, neutralizantes y conservantes;

c) Los niveles de sustancias tales como metales pesados, plaguicidas y aflatoxina 
M1, se deben regir por normas oficiales o en su defecto las normas internacionales 
del Codex Alimentarius (FAO-OMS).

Artículo 12. Características microbiológicas de la leche cruda y de leche cru-
da enfriada. La leche cruda y leche cruda enfriada para consumo humano directo 
deberá cumplir con los siguientes requisitos microbiológicos:

Tabla N° 1

Requisitos microbiológicos
 Indice permisible Unidades
 Recuento de mesófilos aeróbios ufc/ml  700.000

Artículo 13. Vigencia y derogatoria. El presente decreto, rige a partir de la fecha 
de publicación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, en especial 
el numeral 2 del artículo 14 del Decreto 616 de 2006.

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 24 de agosto de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural,

Andrés Felipe Arias Leiva.

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Alberto Carrasquilla Barrera.

MINISTERIO DE AMBIENTE, VIVIENDA  
Y DESARROLLO TERRITORIAL

DECRETOS

DECRETO NUMERO 2855 DE 2006

(agosto 25)
por el cual se modifica el Decreto 1974 de 1989.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades cons-
titucionales y legales, en especial las consagradas en el numeral 11 del artículo 
189 de la Constitución Política, el artículo 310 del Decreto-ley 2811 de 1974, el 
numeral 16 del artículo 31 de la Ley 99 de 1993,

DECRETA:
Artículo 1°. Procedimiento para la sustracción de áreas de Distrito de Manejo 

Integrado de los recursos naturales renovables (DMI). Si por razones de utilidad 
pública o interés social establecidas por la ley, es necesario realizar proyectos, obras 
o actividades que impliquen la sustracción de un área perteneciente a un DMI, se 
seguirá el siguiente procedimiento:

1. El interesado presentará por escrito solicitud de sustracción dirigida a la cor-
poración autónoma regional o a la corporación de régimen especial, acompañada 

de un estudio que servirá de fundamento de la decisión, el cual como mínimo, 
incluirá la siguiente información:

a) Justificación de la necesidad de sustracción;
b) Localización del DMI y delimitación detallada y exacta del polígono a sustraer 

e incorporada a la cartografía oficial del IGAC;
c) Acreditación del interesado de la titularidad del predio a sustraer o autori-

zación del propietario;
d) Caracterización socioeconómica y ambiental del área a sustraer:
i) Medio abiótico.
ii) Medio biótico.
iii) Medio socioeconómico;
e) Identificación y descripción de los beneficios e impactos que puede generar 

la sustracción tanto al interior como en las áreas colindantes al DMI;
f) Medidas ambientales dirigidas a optimizar los beneficios y manejar los im-

pactos que se generen como consecuencia de la sustracción de un área del DMI. 
Estas medidas tendrán en cuenta el plan integral de manejo para compatibilizar el 
área a sustraer con los objetivos del DMI y los usos del suelo definidos en el POT, 
e incluirán al menos objetivos, indicadores, metas y costos.

En el evento en que en el área objeto de sustracción, se pretenda desarrollar un 
proyecto, obra o actividad sujeta a concesión, permiso, o licencia ambiental, las 
medidas ambientales señaladas en el inciso anterior, harán parte de dicha autori-
zación ambiental, y en todo caso serán objeto de control y seguimiento por parte 
de la autoridad ambiental.

2. A partir de la fecha de radicación del estudio, la corporación contará con 
cinco (5) días hábiles para verificar que la documentación esté completa y expedir 
el auto de iniciación de trámite que se notificará y publicará conforme al artículo 
70 de la Ley 99 de 1993, y procederá a la evaluación del mismo.

3. Cumplido este término, dentro de los diez (10) días hábiles siguientes, la 
Corporación podrá requerir por escrito y por una sola vez al interesado la infor-
mación adicional que se considere indispensable. En este caso se suspenderán los 
términos que tiene la autoridad para decidir.

4. Dentro de los veinte (20) días hábiles siguientes al vencimiento del término 
señalado en el numeral 2 del presente artículo, o al recibo de la información reque-
rida, la corporación evaluará y conceptuará sobre la viabilidad de la sustracción.

5. Con base en el concepto referido en el numeral anterior, el Consejo Directivo 
de la respectiva corporación, en un término no mayor a quince (15) días hábiles, 
decidirá mediante acto administrativo si aprueba o no la sustracción, conforme a 
lo dispuesto en el literal g) del artículo 27 de la Ley 99 de 1993. Los proyectos, 
obras o actividades a desarrollar en un área sustraída de un DMI, deberán acogerse 
a la normativa ambiental vigente.

Parágrafo 1°. Las solicitudes de sustracciones en trámite se sujetarán a lo dis-
puesto en el presente decreto.

Parágrafo 2°. Le compete al Consejo Directivo de la corporación expedir el 
Acuerdo de aprobación de la declaratoria de un DMI y del plan integral de manejo 
correspondiente.

Parágrafo 3°. Los servicios de evaluación, control y seguimiento que realice 
la corporación con ocasión de la sustracción de un área del DMI, serán objeto de 
cobro, con fundamento en el artículo 96 de la Ley 633 de 2000 o la norma que la 
modifique o sustituya.

Artículo 2°. Vigencia y derogatorias. El presente decreto rige a partir de la fecha 
de su publicación, adiciona el Decreto 1974 de 1989 y deroga especialmente los 
numerales 2 y 5 del artículo 6° del Decreto 1974 de 1989.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 25 de agosto de 2005.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial,

Juan Lozano Ramírez.

MINISTERIO DE COMUNICACIONES

DECRETOS

DECRETO NUMERO 2853 DE 2006

(agosto 25)
por el cual se suprime la Administración Postal Nacional, Adpostal,  

y se ordena su liquidación.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades cons-

titucionales y legales, en especial las que le confiere el numeral 15 del artículo 189 
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de la Constitución Política, el artículo 52 de la Ley 489 de 1998 y de conformidad 
con el Decreto-ley 254 de 2000, y

CONSIDERANDO:
Que el numeral 15 del artículo 189 de la Constitución Política dispone como 

atribución del Presidente de la República, como suprema autoridad administrativa 
suprimir o fusionar entidades u organismos administrativos nacionales de confor-
midad con la ley;

Que el artículo 52 de la Ley 489 de 1998, numerales 3 y 4, faculta al Presidente 
de la República para suprimir o disponer la disolución y la consiguiente liquida-
ción de las entidades u organismos del orden nacional cuando las evaluaciones de 
la gestión administrativa aconsejen la supresión o cuando la conveniencia de esa 
decisión se concluya por la utilización de los indicadores de gestión y de eficiencia 
que emplean los órganos de control;

Que el artículo 365 de la Constitución Nacional establece: “Los servicios pú-
blicos son inherentes a la finalidad social del Estado. Es deber del Estado asegurar 
su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional”;

Que los informes “Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral Abreviada 
Administración Postal Nacional, Adpostal” de la Contraloría General de la República, 
de los últimos cinco años revelan que la empresa enfrenta problemas económicos, 
financieros y estructurales que hacen incierta su sostenibilidad;

Que los estudios técnicos sobre la reforma del sector postal adelantados por 
el Ministerio de Comunicaciones y la Administración Postal Nacional y el docu-
mento Conpes número 3440 de agosto 18 de 2006, evidencian la insostenibilidad 
económica, financiera y operativa de la Empresa Industrial y Comercial del Estado 
“Administración Postal Nacional, Adpostal”, concluyen que la entidad no es viable 
ni operativa ni financieramente;

Que la empresa se encuentra dentro de las causales de disolución y supresión 
de entidades del orden nacional contempladas en los numerales 3 y 4 del artículo 
52 de la Ley 489 de 1998,

DECRETA:
CAPITULO I

Supresión y liquidación
Artículo 1°. Supresión y liquidación. Suprímese la Administración Postal Na-

cional, Adpostal, creada mediante Decreto 3267 del 20 de diciembre de 1963 como 
establecimiento público adscrito al Ministerio de Comunicaciones, reestructurada 
mediante Decreto 2124 del 29 de diciembre de 1992, en empresa industrial y co-
mercial del Estado del orden nacional.

En consecuencia, a partir de la vigencia del presente decreto, la Administra-
ción Postal Nacional, Adpostal, entrará en proceso de liquidación y utilizará para 
todos los efectos la denominación -Administración Postal Nacional, Adpostal, 
en liquidación-.

Para efectos de la liquidación de la Administración Postal Nacional, Adpostal, 
en los aspectos no contemplados por el presente decreto, se aplicará lo señalado en 
el Decreto-ley 254 de 2000 y en cuanto sean compatibles con la naturaleza de la 
entidad, lo pertinente en las disposiciones sobre liquidación del Estatuto Orgánico 
del Sistema Financiero y del Código de Comercio.

Artículo 2°. Duración del proceso de liquidación y terminación de la existencia 
de la entidad. El proceso de liquidación deberá concluir en un plazo de dos (2) años 
contados a partir de la vigencia del presente decreto, prorrogable por el Gobierno 
Nacional, por un acto debidamente motivado, hasta por un plazo igual.

Vencido el término de liquidación señalado, terminará para todos los efectos 
la existencia jurídica de la Administración Postal Nacional, Adpostal, en liquida-
ción.

Artículo 3°. Prohibición para iniciar nuevas actividades. La Administración 
Postal Nacional, Adpostal, en liquidación, no podrá iniciar nuevas actividades en 
desarrollo de su objeto social y conservará su capacidad jurídica únicamente para 
expedir los actos, celebrar, subrogar los contratos y adelantar las acciones necesa-
rias para su liquidación.

Artículo 4°. Garantía de la continuidad en la prestación del Servicio Postal. 
Con el fin de garantizar la continuidad para la prestación de los Servicios Postales 
a cargo del Estado se deberá:

1. Garantizar que los bienes, activos y derechos que se hagan necesarios para 
la prestación del servicio postal, continúen destinados a tal fin. Para ello, la Ad-
ministración Postal Nacional, Adpostal, en liquidación, deberá celebrar los actos 
y contratos a que haya lugar con terceros.

2. Subrogar los derechos, contratos, convenios y obligaciones contraídas con 
el Ministerio de Comunicaciones para el cumplimiento de su objeto a la entidad 
que el Gobierno Nacional - Ministerio de Comunicaciones determine, así como 
en los casos en que hubiere lugar los contraídos con los usuarios del Servicio 
Postal.

3. De ser necesario, el Ministerio de Comunicaciones reasignará de manera total 
o parcial en la entidad que el Gobierno Nacional-Ministerio de Comunicaciones 
determine, la red oficial de correos que utiliza Adpostal.

4. De ser necesario, el Fondo de Comunicaciones del Ministerio de Comunica-
ciones para garantizar la continuidad en la prestación del servicio postal universal 
transferirá los recursos para tal fin, previa sustentación del operador y aprobación 
por parte del Ministerio de Comunicaciones.

5. Garantizar en tanto sea necesario que las enseñas comerciales, las marcas, los 
logotipos, los símbolos y, en general, todos los derechos de propiedad intelectual 
de Adpostal, en especial todos aquellos que recaigan sobre los signos distintivos 
que incluyan o hagan referencia a la palabra Adpostal se mantengan destinados a 
la prestación del Servicio Postal.

6. Subrogar para los fines del presente artículo en la entidad que el Gobierno 
Nacional determine, los convenios, contratos y procesos de contratación de Ad-
postal que se hagan necesarios para la prestación de los servicios postales, para su 
respectivo desarrollo, ejecución, adjudicación, y liquidación.

7. Subrogar a favor y en nombre de la entidad que el Gobierno Nacional-Minis-
terio de Comunicaciones determine, todos los títulos habilitantes y derechos que 
se encuentren actualmente en cabeza de Adpostal relacionados con la prestación 
del servicio postal, en especial los vinculados con el Servicio Postal Universal, la 
prestación del servicio Correo, servicio de mensajería especializada, emisiones a 
nombre de la Nación de las especies postales, emisión, custodia, promoción, venta 
y desarrollo comercial de la filatelia (estampillas) y cualquiera otro del cual sea 
titular la Administración Postal Nacional, Adpostal, relacionado con el ejercicio, 
operación y prestación de los servicios postales otorgado mediante ley, decreto, 
resolución, convenio administrativo y demás actos administrativos.

8. Expedir los actos administrativos y celebrar lo contratos y convenios que se ha-
gan necesarios para asegurar la continuidad en la prestación del servicio postal.

Parágrafo. Con el fin de garantizar la continuidad en la prestación del servicio, el 
Ministerio de Comunicaciones transferirá a la entidad que determine, todas aquellas 
funciones asignadas por ley u acto administrativo a la Administración Postal Na-
cional, Adpostal, y que se precisen para la operación del servicio público postal.

Artículo 5°. Usos y explotación de bienes necesarios para la continuidad en la 
prestación del servicio. El uso y explotación de los bienes que se precisen necesarios 
para la continuidad en la prestación de los servicios postales conllevará el pago de 
una contraprestación dineraria, destinada al pago de gastos de la liquidación y de 
las mesadas pensionales corrientes, a ser determinada en el respectivo convenio o 
contrato, el cual deberá celebrarse dentro de los 6 meses siguientes a partir de la 
vigencia del presente decreto.

Para los efectos del presente Decreto se entienden por bienes necesarios para la 
continuidad en la prestación del servicio aquellos que sean señalados por la entidad 
que el Gobierno Nacional-Ministerio de Comunicaciones determine.

Parágrafo. Culminada la liquidación, en el evento que existan bienes necesarios 
para la continuidad de la prestación del servicio, serán transferidos a la entidad que 
determine el Ministerio de Comunicaciones.

CAPITULO II
Organos de dirección y control de la liquidación

Artículo 6°. Liquidador. El Liquidador de la Administración Postal Nacional, 
Adpostal, en liquidación será la Fiduciaria La Previsora S. A., quien deberá sus-
cribir el correspondiente contrato con el Ministerio de Comunicaciones, el cual se 
pagará con cargo a los recursos del ente en liquidación.

Artículo 7°. Funciones del Liquidador. El Liquidador actuará como representante 
legal de la Administración Postal Nacional, Adpostal, en liquidación y adelantará 
el proceso de liquidación de la empresa dentro del marco de las disposiciones del 
Decreto-ley 254 de 2000, de las atribuciones señaladas en el presente decreto, y de 
las demás normas aplicables. En particular, ejercerá las siguientes funciones:

1. Realizar el inventario físico detallado de los activos y pasivos de la entidad 
y el avalúo de los bienes.

2. Celebrar contratos para el uso, explotación, y enajenación de los bienes, una 
vez los mismos hubieren sido inventariados y valorados por parte del Liquidador 
y se haya determinado su costo de uso, hasta el final del proceso de liquidación.

3. Celebrar o subrogar todos aquellos contratos y convenios, que se requieran 
para garantizar la continuidad de la prestación del servicio de acuerdo a lo esta-
blecido en el presente decreto.

4. Responder por la guarda y administración de los bienes y haberes que se 
encuentren en cabeza de la entidad en liquidación, adoptando las medidas nece-
sarias para mantener los activos en adecuadas condiciones de seguridad física y 
ejerciendo las acciones judiciales y administrativas requeridas para el efecto. En 
consecuencia podrá celebrar los contratos necesarios para la protección y amparo 
de los bienes que se encuentren bajo su cuidado.
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5. Adoptar las medidas necesarias para asegurar la conservación y fidelidad de 
todos los archivos de la entidad y, en particular, de aquellos que puedan influir en 
la determinación de obligaciones a cargo de la misma.

6. Informar a los organismos de veeduría y control del inicio del proceso de 
liquidación.

7. Dar aviso a los jueces de la República del inicio del proceso de liquidación, 
con el fin de que terminen los procesos ejecutivos en curso contra la entidad, 
advirtiendo que se deben acumular al proceso de liquidación y que no se podrá 
continuar ninguna otra clase de proceso contra la misma sin que se notifique per-
sonalmente al Liquidador.

8. Dar aviso a los jueces que conozcan de los procesos en los cuales se hayan 
decretado embargos contra el patrimonio de la entidad en liquidación, con ante-
rioridad a la vigencia del presente decreto, para que oficien a los registradores de 
instrumentos públicos con el fin de que procedan a cancelar los correspondientes 
registros.

9. Dar aviso a los registradores de instrumentos públicos para que procedan 
a cancelar los registros correspondientes a los embargos y para que dentro de los 
treinta (30) días siguientes a que se inicie la liquidación, informen al Liquidador 
sobre la existencia de folios en los que la institución en liquidación figure como 
titular de bienes o de cualquier clase de derechos.

10. Ejecutar los actos que tiendan a facilitar la preparación y realización de una 
liquidación rápida y efectiva.

11. Liquidar los contratos que con ocasión de la liquidación de la Adminis-
tración Postal Nacional, Adpostal, se terminen, a más tardar en la fecha prevista 
para la culminación del proceso liquidatorio, previa, apropiación y disponibilidad 
presupuestal.

12. Elaborar un programa de supresión de cargos dentro de los treinta (30) días 
siguientes a la fecha en la que asuma sus funciones como Liquidador.

13. Terminar los contratos laborales de los trabajadores oficiales y las rela-
ciones legales y reglamentarias de los empleados públicos, cuyos cargos sean 
suprimidos.

14. Elaborar el anteproyecto de presupuesto y las modificaciones presupuestales 
de la Administración Postal Nacional, Adpostal, en liquidación a que haya lugar.

15.Adelantar las gestiones necesarias para el cobro de los créditos a favor de 
la Administración Postal Nacional, Adpostal, en Liquidación.

16. Dar cierre a la contabilidad de la Administración Postal Nacional, Adpostal, 
e iniciar la contabilidad de la liquidación.

17. Celebrar los actos y contratos requeridos para el debido desarrollo de la 
liquidación, y representar a la entidad en las sociedades, asociaciones y entidades 
en que sea socia o accionista.

18. Transigir, conciliar, comprometer, compensar o desistir, judicial o extrajudi-
cialmente, en los procesos y reclamaciones que se presenten dentro de la liquidación, 
atendiendo las reglas sobre prelación de créditos establecidas legalmente.

19. Promover las acciones disciplinarias, contenciosas, civiles o penales a que 
haya lugar contra los servidores públicos, personas o instituciones que actúen o 
hayan actuado dolosa o culposamente en ejercicio de funciones o en el manejo de 
los bienes y haberes de la entidad.

20. Rendir mensualmente los informes de su gestión al Ministerio de Comu-
nicaciones.

21. Velar por que se dé cumplimiento al principio de publicidad dentro del 
proceso de liquidación.

22. Elaborar el cronograma de actividades para adelantar el proceso liquidatorio, 
de Conformidad con lo dispuesto en el presente decreto.

23. Presentar al Ministerio del Interior y de Justicia un informe mensual sobre 
el estado de los procesos y reclamaciones, al igual que cumplir con las demás 
funciones establecidas en el Decreto 414 de 2001.

24. Presentar el informe final de labores al Ministerio de Comunicaciones.
25. Las demás funciones que le sean asignadas o que sean propias de su en-

cargo.
Parágrafo. Para el ejercicio de las funciones contempladas en el presente artículo 

que impliquen gastos, se requerirá de la corresponderte apropiación y disponibi-
lidad presupuestal.

Artículo 8°. Actos del Liquidador. Los actos del Liquidador relativos a 
la aceptación, rechazo, prelación o calificación de créditos y en general, los 
que por su naturaleza constituyan ejercicio de funciones administrativas, son 
actos administrativos y serán objeto de control por parte de la Jurisdicción 
de lo Contencioso Administrativo. Los actos administrativos del Liquidador 
gozan de presunción de legalidad y su impugnación ante la Jurisdicción de 
lo Contencioso Administrativo no suspenderá en ningún caso el proceso de 
liquidación.

Contra los actos administrativos del Liquidador únicamente procederá el recurso 
de reposición; contra los actos de trámite, preparatorios, de impulso o ejecución 
del proceso, no procederá recurso alguno.

El Liquidador podrá revocar directamente los actos administrativos manifies-
tamente ilegales o que se hayan obtenido por medios ilegales.

CAPITULO III
Disposiciones laborales y pensionales

Artículo 9°. Terminación de la vinculación. La supresión de los empleos y 
cargos como consecuencia de la supresión y liquidación de la Administración 
Postal Nacional, Adpostal, dará lugar a la terminación de los contratos de trabajo 
de los trabajadores oficiales y del vínculo legal y reglamentario de los empleados 
públicos, en los términos previstos en las normas vigentes.

Artículo 10. Supresión de empleos. El Liquidador, dentro de los treinta (30) 
días siguientes a la fecha en que asuma sus funciones elaborará un programa de 
supresión de cargos, determinando el personal que por la naturaleza de las funciones 
desarrolladas debe acompañar el proceso de liquidación.

Al vencimiento del término de la liquidación quedarán automáticamente su-
primidos los cargos existentes y terminarán las vinculaciones de acuerdo con el 
respectivo régimen legal aplicable.

Artículo 11. Indemnizaciones. A los trabajadores oficiales a quienes se les 
termine el contrato de trabajo como consecuencia de la supresión y liquidación 
de la Administración Postal Nacional, Adpostal, se les reconocerá y pagará una 
indemnización conforme lo establece la Cláusula Once de la convención colectiva 
de trabajo vigente para 2005-2008 así:

1. Por menos de un (1) año de servicios continuos: cuarenta y cinco (45) días 
de salario.

2. Por un (1) año o más de servicios continuos y menos de cinco (5) años: cuarenta 
y cinco (45) días de salario, por el primer año; y quince (15) días por cada uno de 
los años subsiguientes al primero y proporcionalmente por meses cumplidos. 

3. Por cinco (5) años o más de servicios continuos y menos de diez (10) años; 
cuarenta y cinco (45) días de salario, por el primer año; y veinte (20) días por cada uno 
de los años subsiguientes al primero y proporcionalmente por meses cumplidos.

4. Por diez (10) años o más de servicios continuos: cuarenta y cinco (45) días 
de salario por el primer año, y cuarenta (40) días por cada uno de los años subsi-
guientes al primero y proporcionalmente por meses cumplidos.

Parágrafo. El Liquidador elaborará un plan de pagos para la cancelación de las 
obligaciones laborales incluidas las indemnizaciones de que trata el presente Decreto, 
las que serán canceladas en el término máximo de noventa (90) días conforme a lo 
establecido por el Decreto 797 de 1949.

Artículo 12. Incompatibilidad con otras indemnizaciones. Las indemnizaciones 
a las que se refiere el presente decreto son incompatibles con cualquier otra de las 
establecidas para la terminación unilateral y sin justa causa de los contratos de 
trabajo.

Artículo 13. Compatibilidad con las prestaciones sociales. El pago de las in-
demnizaciones previstas en el presente decreto es compatible con el reconocimiento 
y pago de las prestaciones sociales a que tenga derecho el trabajador oficial a la 
terminación del respectivo contrato de trabajo.

Artículo 14. Financiación de las Indemnizaciones. La Nación-Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, dentro del término establecido en el Decreto 797 
de 1949, transferirá a la entidad en liquidación los recursos suficientes para que 
pueda cumplir con el pago de las indemnizaciones y demás acreencias laborales 
a que tengan derecho los trabajadores oficiales y los empleados públicos que sean 
retirados.

Artículo 15. Levantamiento de fuero sindical. Para efectos de la desvinculación 
del personal que al momento de la expedición del presente decreto, goce de la 
garantía de fuero sindical, el liquidador adelantará los procesos de levantamiento 
de fuero sindical en los términos del Decreto 2160 de 2004.

Artículo 16. Prohibición de vincular nuevos servidores públicos. Dentro del 
término previsto para el proceso de liquidación, no se podrá vincular nuevos ser-
vidores públicos a la Administración Postal Nacional, Adpostal, en liquidación, 
ni se podrá adelantar ningún tipo de actividad que implique celebración de pactos 
o convenciones colectivas.

Artículo 17. Reconocimiento de pensiones, prestaciones económicas y cuotas 
partes. La Caja de Previsión Social de Comunicaciones, Caprecom, será la encar-
gada de reconocer las cuotas partes, las pensiones y demás prestaciones económicas 
de los ex servidores de Adpostal, así como las pensiones de sobrevivientes que se 
causen a cargo de la misma, a partir de la fecha de vigencia del presente decreto.

Será responsabilidad de Caprecom la elaboración de las nóminas de pensionados 
y gestionará el cobro de los recursos ante las entidades competentes del pago de las 
pensiones y demás prestaciones económicas para su pago oportuno, de conformidad 
con los artículos 5, 22 y 40 del presente decreto.
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Artículo 18. Cálculo actuarial. La Administración Postal Nacional, Adpostal, 
en Liquidación presentará para la respectiva aprobación del Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público-Dirección General del Presupuesto Público Nacional, con el 
concepto previo de la Dirección de Regulación Económica de la Seguridad Social 
de ese Ministerio, el cálculo actuarial correspondiente a los pasivos pensionales 
de la entidad en liquidación. El cálculo actuarial debe contemplar los costos de 
administración de las pensiones y demás prestaciones económicas.

Parágrafo. Sin perjuicio de la responsabilidad de hacer y presentar el cálculo 
actuarial de manera completa y correcta, en el evento en que se encuentren personas 
no incluidas en el cálculo actuarial, será necesario efectuar previamente los ajustes a 
que haya lugar, para el pago de las respectivas pensiones. Sin dichos ajustes la Caja 
de Previsión Social de Comunicaciones, Caprecom, no podrá realizar el respectivo 
pago de las mesadas pensionales. En tales casos, la entidad en liquidación deberá 
cumplir las obligaciones pensionales que le correspondan con cargo a sus recursos, 
hasta tanto el Ministerio de Hacienda y Crédito Público apruebe la inclusión en el 
respectivo cálculo. Para el efecto la Caja de Previsión Social de Comunicaciones, 
Caprecom, deberá cruzar cada seis (6) meses la nómina general de pensionados con 
las personas incluidas en el cálculo actuarial respectivo y aplicar los mecanismos 
de control establecidos.

Artículo 19. Revisión de pensiones. La Caja de Previsión Social de Comuni-
caciones, Caprecom, deberá realizar las verificaciones de que tratan los artículos 
19 y 20 de la Ley 797 de 2003 y procederá a revocar directamente el acto admi-
nistrativo mediante el cual se realizó el reconocimiento o a solicitar su revisión en 
los términos establecidos por las normas vigentes. Procederá de la misma forma 
a solicitud de la Nación-Ministerio de Hacienda y Crédito Público cuando dicha 
entidad detecte que algunas de las pensiones se encuentran incursas en una de las 
causales establecidas por el artículo 19 de la Ley 797 de 2003.

Artículo 20. Emisión y pago de bonos pensionales. La Caja de Previsión Social 
de Comunicaciones, Caprecom, reconocerá, liquidará y emitirá los bonos pensiona-
les de los ex servidores de Adpostal. Caprecom pagará los bonos pensionales con 
cargo a las transferencias que con tal fin debe efectuar la entidad en liquidación o 
la Nación-Ministerio de Hacienda y Crédito Público, conforme lo dispuesto en el 
artículo 22 del presente decreto. De igual forma realizará el cobro y pago de cuotas 
partes de bonos pensionales correspondientes a los ex servidores de Adpostal.

Artículo 21. Cuotas partes pensionales. Las cuotas partes pensionales serán re-
conocidas, pagadas y cobradas, por la Caja de Previsión Social de Comunicaciones, 
Caprecom, de conformidad con la normatividad vigente. Los recursos obtenidos 
por el cobro de cuotas partes se destinarán para la financiación de las pensiones 
de la entidad en liquidación.

Artículo 22. Financiación de las obligaciones pensionales. Los activos de Ad-
postal que estaban destinados al pago de sus pasivos pensionales, conservarán tal 
destino, no formarán parte de la masa de la liquidación y deberán ser entregados 
a la Caja de Previsión Social de Comunicaciones, Caprecom-Foncap, en la forma 
y oportunidad que lo determine el Gobierno Nacional.

Si dichos activos no fueren suficientes para financiar tales pasivos y en razón 
de la preferencia de primer grado que le corresponde a los pasivos laborales, en la 
liquidación se destinarán preferentemente otros activos de la entidad a tal fin hasta 
completar el monto de aquellos pasivos.

Los activos que se entreguen para atender el pago de pasivos pensionales deberán 
ser preferentemente monetarios.

Subsidiariamente, y una vez se hayan agotado los activos de la Administración 
Postal Nacional, Adpostal, en liquidación o se haya establecido que no es posible 
la realización de los mismos por la entidad en liquidación, la Nación-Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, transferirá a la Caja de Previsión Social de Comunica-
ciones, Caprecom-Foncap los recursos necesarios para cubrir el pasivo pensional 
de Adpostal, reflejado en el cálculo actuarial, de acuerdo con lo dispuesto por el 
parágrafo del articulo 32 del Decreto-ley 254 del 2000.

CAPITULO IV
Régimen de bienes

Artículo 23. Inventario y valoración de activos de la Administración Postal 
Nacional, Adpostal, en liquidación. Dentro del plazo establecido en las normas 
vigentes sobre liquidación de entidades públicas, el Liquidador deberá realizar 
el inventario físico detallado del activo y del pasivo de la Administración Postal 
Nacional, Adpostal, en Liquidación, y realizar la depuración contable a que haya 
lugar, para lo cual celebrará los contratos que se requieran con una o más firmas 
especializadas.

Para la realización de dicho inventario deberá incluir la siguiente informa-
ción:

1. La relación de los bienes muebles e inmuebles de propiedad de la entidad y 
de los créditos y activos intangibles de que sea titular.

2. La relación de los bienes corporales cuya tenencia esté en poder de un ter-
cero, indicando en cada caso el nombre del titular, la naturaleza del contrato y la 
fecha de vencimiento.

Parágrafo. En el inventario se identificarán por separado aquellos bienes que se 
consideren indispensables para el funcionamiento de la entidad durante el periodo 
de la liquidación.

Artículo 24. Estudio de títulos. Durante la etapa de inventarios, según se precise 
necesario, el liquidador dispondrá la realización de un estudio de títulos de los 
bienes inmuebles de propiedad de la entidad, con el fin de sanear cualquier irregu-
laridad que pueda afectar su posterior enajenación y de identificar los gravámenes 
y limitaciones existentes al derecho de dominio.

Así mismo el liquidador identificará plenamente aquellos bienes inmuebles que 
la entidad posea a título de tenencia, como arrendamiento, comodato, usufructo, u 
otro similar, con el fin de establecer la posibilidad de transferir dicha condición a 
terceros o de lo contrario, proceder a su restitución.

Si la restitución no se obtuviere en este lapso, se cederán los respectivos contratos 
a la entidad a la cual se traspasen los remanentes de la liquidación.

Artículo 25. Masa de la liquidación. La masa de la liquidación de la Adminis-
tración Postal Nacional, Adpostal, en liquidación estará constituida por los bienes 
de propiedad de Adpostal en liquidación, a los que se refiere el artículo 20 del 
Decreto 254 de 2000.

No formarán parte de la masa de la liquidación, para lo cual se entenderán 
como bienes excluidos de la masa, los señalados en el artículo 21 del Decreto 254 
de 2000.

CAPITULO V
Pasivos de la liquidación

Artículo 26. Inventario de pasivos. Simultáneamente con el inventario de 
activos, el Liquidador elaborará un inventario de pasivos de La Administración 
Postal Nacional, Adpostal, en Liquidación, incluidos los laborales y las contin-
gencias que surjan de las reclamaciones y procesos en curso, el cual se sujetará a 
las siguientes reglas:

1. Incluir la relación cronológica pormenorizada de todas las obligaciones a 
cargo de la Administración Postal Nacional, Adpostal, en liquidación, incluyendo 
las obligaciones a término y aquellas que sólo representan una contingencia para 
ella, entre otras, las condicionales, los litigios y las garantías;

2. Sustentar la relación de pasivos en los estados financieros de la Administración 
Postal Nacional, Adpostal, en liquidación y en los demás documentos contables 
que permitan comprobar su existencia y exigibilidad; y

3. La relación de las obligaciones laborales a cargo de la Entidad.
CAPITULO VI

Avalúo de bienes e inventarios
Artículo 27. Autorización de inventarios. Los inventarios que elabore el Li-

quidador, conforme a las reglas anteriores deberán ser remitidos a la Contraloría 
General de la República para un control posterior.

CAPITULO VII
Proceso de liquidación

Artículo 28. Emplazamiento. Dentro de los quince (15) días siguientes a la 
fecha en que se inicie el proceso de liquidación, se emplazará a quienes tengan 
reclamaciones de cualquier índole contra La Administración Postal Nacional, 
Adpostal, en liquidación y a quienes tengan en su poder, a cualquier título, activos 
de la entidad, para los fines de su devolución y cancelación.

En los procesos jurisdiccionales que se encuentren en curso en el momento en 
que entre en vigencia el presente decreto, y dentro de los cuales se hubieren prac-
ticado medidas cautelares sobre los bienes de La Administración Postal Nacional, 
Adpostal, se levantará tal medida y el o los actuantes se deberán constituir como 
acreedores de la masa de la liquidación.

Artículo 29. Inventario de procesos judiciales y reclamaciones de carácter 
laboral y contractual. El liquidador de la entidad deberá presentar al Ministerio 
del Interior y de Justicia, dentro de los tres (3) meses siguientes de su posesión, 
un inventario de todos los procesos judiciales y demás reclamaciones en las cuales 
sea parte la entidad, el cual deberá contener por lo menos:

1. El nombre, dirección, identificación y cargo, si es del caso que ocupaba el 
demandante.

2. Pretensiones.
3. El despacho judicial en que cursa o cursó el proceso.
4. El estado actualizado del proceso y su cuantía.
5. El nombre y dirección del apoderado de la entidad a liquidar.
6. El valor y forma de pago de los honorarios del apoderado de la entidad.
Parágrafo 1º. El archivo de procesos y de reclamaciones y sus soportes corres-

pondientes, será entregado al Ministerio del Interior y de Justicia debidamente 
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inventariado conforme a lo dispuesto en la Ley 594 de 2000 y demás disposiciones 
sobre la materia.

Parágrafo 2º. Con el propósito de garantizar la adecuada defensa del Estado, el 
liquidador de la entidad, como representante legal de la misma, continuará aten-
diendo, dentro del proceso de liquidación y hasta tanto se efectúe la entrega de 
los inventarios, conforme a los previsto en el Decreto 254 de 2000, los procesos 
judiciales y demás reclamaciones en curso o los que llegaren a iniciarse dentro de 
dicho término.

El Liquidador deberá entregar al Ministerio del Interior y de Justicia un informe 
mensual sobre el estado de los procesos y reclamaciones.

CAPITULO VIII
Destinación de los bienes y pago de obligaciones

Artículo 30. Enajenación de activos a otras entidades públicas. Copia del in-
ventario y avalúo de los bienes de la entidad en liquidación deberá remitirse a las 
entidades de la Rama Ejecutiva del poder público, con el fin de que en un plazo 
máximo de treinta (30) días, informen si se encuentran interesados en adquirir cual-
quiera de dichos elementos. Si tal manifestación ocurre dentro del plazo estipulado, 
el liquidador celebrará un convenio interadministrativo con la entidad respectiva.

Artículo 31. Bienes objeto de enajenación. Los activos que no sean adquiridos 
por otras entidades públicas se enajenarán con criterio estrictamente comercial, con 
sujeción a las normas legales que regían a la entidad para efectos de contratación 
y podrán también enajenarse a través de los martillos autorizados conforme a las 
normas que regulan estos últimos.

Cuando se trate de bienes cuyo estado de deterioro arriesgue su valor de mer-
cado, el liquidador podrá realizar la venta de los mismos con sujeción a las normas 
que rigen el derecho privado.

Parágrafo. Para la determinación de los bienes que deban ser materia de enaje-
nación y la oportunidad en que esta deba realizarse, se tendrá en cuenta la necesi-
dad de garantizar el funcionamiento de la Entidad durante la liquidación, pero sin 
afectar con ello la celeridad requerida en el proceso liquidatorio.

Artículo 32. Pago de obligaciones. Las obligaciones a cargo de la Administra-
ción Postal Nacional, Adpostal, en liquidación, serán atendidas en la forma prevista 
en el presente decreto teniendo en cuenta la prelación de créditos prevista en los 
artículos 2488 a 2511 del Código Civil y demás disposiciones legales.

Para ello se tendrá en cuenta las siguientes reglas:
1. Toda obligación a cargo de La Administración Postal Nacional, Adpostal, en 

Liquidación, deberá estar relacionada en el inventario de pasivos y debidamente 
comprobada.

2. El Liquidador deberá elaborar un plan de pagos para la cancelación de las 
obligaciones laborales y de las indemnizaciones a que hubiere lugar. 

3. Las obligaciones a término que superen el plazo límite fijado para la liqui-
dación se podrán cancelar en forma anticipada, sin dar lugar al pago de intereses 
distintos de los que se hubieren estipulado expresamente.

4. Para el pago de las obligaciones condicionales o litigiosas, cuando estas 
llegaren a hacerse exigibles, se efectuará la reserva correspondiente.

5. Para el pago del pasivo se tendrá en cuenta la caducidad y la prescripción de 
las obligaciones, contenidas en las normas legales vigentes.

Parágrafo. Las obligaciones de la Entidad en liquidación, incluyendo los 
pasivos laborales, se cancelarán con el producto de las enajenaciones y del uso 
y explotación de bienes mediante los convenios que en los términos del presente 
decreto se suscriban con terceros, con observancia de las normas legales y pre-
supuestales del caso, teniendo en cuenta la prelación de créditos. Los pasivos 
pensionales incluirán el valor correspondiente al cálculo actuarial del pasivo 
pensional, el cual se entregará a Caprecom, con la preferencia reconocida por 
las normas vigentes.

CAPITULO IX
Informe final y acta de liquidación

Artículo 33. Informe final de la liquidación. Una vez culminado el proceso de 
liquidación de La Administración Postal Nacional, Adpostal, en liquidación, el 
Liquidador elaborará un informe final de liquidación que contendrá como mínimo 
los siguientes asuntos:

1. Administrativos y de gestión.
2. Laborales.
3. Operaciones comerciales y de mercadeo.
4. Financieros.
5. Jurídicos.
6. Manejo y conservación de los archivos y memoria institucional.
7. Bienes y obligaciones remanentes, y
8. Otros procesos en curso y estado en que se encuentren.

El informe deberá ser presentado al Ministerio de Comunicaciones para la 
formulación de las objeciones pertinentes.

Artículo 34. Acta de liquidación. Si el informe final de liquidación no fuere 
objetado en ninguna de sus partes, se levantará un acta que deberá ser firmada por 
el Liquidador y por el representante legal de la entidad a la cual se traspasen los 
bienes y obligaciones de la entidad liquidada.

Si se objetare, el liquidador realizará los ajustes necesarios y posteriormente se 
levantará el acta de liquidación.

El Liquidador declarará terminado el proceso de liquidación una vez quede 
en firme el acta final de liquidación, la cual se deberá publicar conforme a la 
ley.

Los bienes que no hayan podido ser enajenados, así como los derechos de la 
entidad liquidada se traspasarán al ministerio o entidad descentralizada que mediante 
acto administrativo señale el Gobierno Nacional.

Con la terminación de la liquidación termina la existencia jurídica de la Admi-
nistración Postal Nacional, Adpostal, en liquidación.

CAPITULO X
Disposiciones varias

Artículo 35. Término para presentar reclamaciones. El término para presentar 
reclamaciones, el traslado de las mismas y la decisión sobre ellas se sujetará a las 
disposiciones que rigen a las entidades financieras.

Artículo 36. Custodia y administración. La custodia y administración de las 
primeras emisiones postales, emisiones mundiales de los países miembros de la 
Unión Postal Universal, UPU, similares y del Museo Postal, quedará a cargo del 
Ministerio de Comunicaciones.

Artículo 37. Obligaciones especiales de los servidores de dirección, confianza y 
manejo y responsables de los archivos de la entidad. Teniendo en cuenta el actual 
estado de inventarios de la entidad y las labores de reconstrucción, levantamiento 
y avalúo que este Decreto dispone, los empleados y trabajadores que desempe-
ñen empleos o cargos de dirección, confianza y manejo y los responsables de los 
archivos de la entidad deberán rendir las correspondientes cuentas fiscales e in-
ventarios y efectuar la entrega de los bienes y archivos a su cargo, conforme a las 
normas y procedimientos establecidos por la Contraloría General de la República, 
la Contaduría General de la Nación y el Archivo General de la Nación, sin que 
ello implique exoneración de la responsabilidad fiscal a que haya lugar en caso de 
irregularidades.

Artículo 38. Archivos. Los archivos de la entidad en liquidación se conservarán 
conforme a lo dispuesto en la Ley 594 de 2000, el Acuerdo 041 de 2002 del Archivo 
General de la Nación y las demás normas aplicables.

Será responsabilidad del Liquidador constituir, dentro de los doce (12) 
primeros meses del proceso de liquidación con recursos de la entidad el fondo 
requerido para atender los gastos de conservación, guarda y depuración de los 
archivos. La destinación de recursos de la liquidación para estos efectos, se hará 
con prioridad sobre cualquier otro gasto o pago a cargo de la masa de la entidad 
en liquidación.

Los archivos, contratos y procesos que continúen vigentes a la terminación del 
proceso de liquidación serán entregados debidamente inventariados por el Liqui-
dador a la entidad que para los efectos de la continuidad en el servicio determine 
el Gobierno-Ministerio de Comunicaciones para lo cual suscribirán un acta que 
dé cuenta de dicha entrega.

Artículo 39. Contabilidad de la liquidación. Las políticas, normas y procedi-
mientos contables aplicables a Adpostal en liquidación serán establecidas por la 
Contaduría General de la Nación.

La Administración Postal Nacional, Adpostal, en liquidación seguirá presentando 
información financiera, económica y social a la Contaduría General de la Nación, 
en la forma y términos establecidos por la misma para el efecto, hasta tanto culmine 
por completo dicho proceso.

Artículo 40. Recursos para el funcionamiento de la entidad en liquidación. 
Los gastos de funcionamiento y operación de la entidad en liquidación, serán 
financiados con cargo a los recursos de la liquidación y en su defecto con recursos 
de la Nación.

Artículo 41. Transitorio. La Administración Postal Nacional, Adpostal, en 
liquidación deberá garantizar la continuidad y cumplimiento de los contratos que 
se precisen para la prestación del Servicio Postal hasta que sean subrogados a la 
entidad que para efectos de la continuidad en la prestación del servicio determine 
el Ministerio de Comunicaciones.

De igual manera, la Administración Postal Nacional, Adpostal, en Liquidación, 
continuará ejecutando las apropiaciones de la vigencia fiscal de 2006, comprometidas 
por parte de la Administración Postal Nacional, Adpostal, antes de la expedición 
del presente decreto.
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Artículo 42. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su pro-
mulgación.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 25 de agosto de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Alberto Carrasquilla Barrera.
La Ministra de Comunicaciones,

María del Rosario Guerra de la Espriella.
El Director del Departamento Administrativo de la Función Pública,

Fernando Grillo Rubiano.

DECRETO NUMERO 2854 DE 2006

(agosto 25)
por el cual se designa el garante de la prestación del servicio público postal a 

cargo de la Administración Postal Nacional, Adpostal (hoy en liquidación).
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades cons-

titucionales y legales, en especial las que le confiere el numeral 11 del artículo 189 
de la Constitución Política y el parágrafo 1° del artículo 52 de la Ley 489 de 1998 
y de conformidad con lo previsto por el Decreto 2853 de 2006,

DECRETA:
Artículo 1°. Prestador servicios postales. Para los efectos previstos en el 

Decreto 2853 de 2006 que ordena la supresión y liquidación de la Administra-
ción Postal Nacional, “Adpostal”, las actividades relacionadas con la prestación 
de los servicios postales quedarán a cargo de la sociedad Servicios Postales 
Nacionales S. A.

Artículo 2°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publi-
cación.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 25 de agosto de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
La Ministra de Comunicaciones,

María del Rosario Guerra de la Espriella.

SUPERINTENDENCIAS

Superintendencia Nacional de Salud

RESOLUCIONES

RESOLUCION NUMERO 1533 DE 2006

(agosto 22)
por la cual se crean unos grupos internos de trabajo en la Superintendencia 

Nacional de Salud, se determinan sus funciones y se dictan otras disposiciones.
El Superintendente Nacional de Salud, en uso de sus atribuciones legales, es-

pecialmente las que le confieren los numerales 13 y 14 del Decreto 1259 de 1994 
y el artículo 3° del Decreto 1286 de 1994, y

CONSIDERANDO:
Que el numeral 13 del artículo 7° del Decreto 1259 de 1994 establece 

como función del Superintendente Nacional de Salud, “nombrar, remover y 
distribuir a los funcionarios de la entidad, de conformidad con las disposi-
ciones legales, sin excepción, así como el reasignar y distribuir competencias 
entre las distintas dependencias cuando ello resulte necesario para el mejor 
desempeño”;

Que el numeral 14 de la norma en mención a su vez señala como otra de las fun-
ciones del Superintendente “Expedir los actos administrativos que le correspondan 
conforme el presente decreto, así como los reglamentos y manuales instructivos 
que sean necesarios para el cabal funcionamiento de la entidad”; 

Que el parágrafo del artículo 3° del Decreto 1286 de 1994 dispone que, según 
las necesidades del servicio, el Superintendente Nacional de Salud puede estable-
cer, mediante resolución, grupos internos de trabajo sin que con ello modifique la 
estructura orgánica de la Superintendencia;

Que para lograr el cabal desarrollo de las funciones asignadas a la Superinten-
dencia Nacional de Salud, se hace necesario ordenar la creación de Grupos Internos 
de Trabajo en las Direcciones Generales;

Que dentro del acto de creación de los Grupos Internos de Trabajo, es necesario 
determinar las funciones que deberán cumplir, las consiguientes responsabilidades 
y demás normas necesarias para su funcionamiento,

RESUELVE:
Artículo 1°. Crear en la Dirección General para el Control del Sistema de Ca-

lidad los siguientes grupos internos de trabajo:
1. Grupo de Vigilancia e Inspección del Sistema de Garantía de Calidad en el 

Régimen Contributivo y Planes Adicionales de Salud.
2. Grupo de Vigilancia e Inspección del Sistema de Garantía de Calidad en el 

Régimen Subsidiado
Artículo 2°. El Grupo de Vigilancia e Inspección del Sistema de Garantía de 

Calidad en el Régimen Contributivo y entidades que ofrezcan Planes Adicionales 
de Salud cumplirá las siguientes funciones:

• Adelantar acciones de inspección y vigilancia, respecto del cumplimiento de 
las normas sobre el Sistema Obligatorio de Garantía de Calidad a las entidades 
promotoras de salud, entidades de Medicina Prepagada, planes adicionales de salud, 
y prestadores de servicios de salud privados.

• Realizar actividades de inspección y vigilancia, a las entidades territoriales 
respecto del proceso de habilitación a prestadores de servicios de salud privados.

• Implementar actividades de inspección y vigilancia a la firma acreditadora, 
respecto del proceso de acreditación que adelanten las entidades promotoras de salud 
que administren el Régimen Contributivo, cualquiera sea su naturaleza, que admi-
nistren el Régimen Contributivo y prestadores de servicios de salud privados. 

• Diseñar y ejecutar las actividades de inspección y vigilancia a las entidades 
promotoras de salud que administran el Régimen Contributivo, cualquiera sea su 
naturaleza, encaminadas a verificar el cumplimiento de las acciones de protección 
específica y detección temprana. 

• Estudiar solicitudes de certificación de los Comités Técnicos Científicos que 
conformen las entidades promotoras de salud, cualquiera sea su naturaleza que 
operen en el Régimen Contributivo, para la revisión del Director. 

• Evaluar las solicitudes que presenten las entidades promotoras de salud y en-
tidades de Medicina Prepagada sobre ampliación de cobertura, planes y proyectar 
concepto para la revisión del Director.

• Proyectar las respuestas a los derechos de petición de competencia de la 
Dirección, relacionadas con el Régimen Contributivo y con los planes adicionales 
de salud.

• Realizar seguimiento a las actividades de inspección y vigilancia que adelanten 
las entidades territoriales, frente a las instituciones prestadoras de servicios de salud 
privadas, en relación con las normas sobre mantenimiento hospitalario. 

• Desarrollar actividades de inspección y vigilancia a la red de prestación de 
servicios de salud, con la que contraten las entidades promotoras de salud y enti-
dades de Medicina Prepagada en el Régimen Contributivo. 

• Realizar acciones de inspección y vigilancia, encaminadas a verificar que la 
atención que se le brinde a víctimas de accidentes de tránsito, o a quienes padezcan 
una enfermedad profesional o sufran un accidente de trabajo, afiliados al Régimen 
Contributivo, sea oportuna, segura, pertinente, eficiente, continua y con calidad.

• Estudiar las diferencias y controversias que se presenten en materia de pre-
existencias en planes adicionales de salud, que le sean encomendadas y proyectar 
concepto para la revisión del Director. 

• Analizar asuntos que sean sometidos a consideración, relacionados con el 
Régimen Contributivo y planes adicionales de salud.

• Proyectar actos administrativos para la revisión y firma del Director, así como 
las restantes actuaciones dentro de las investigaciones administrativas que se surtan, 
de competencia del grupo.

• Realizar acciones de inspección y vigilancia sobre la atención inicial de 
urgencias por parte de instituciones prestadoras de servicios de salud privadas y 
entidades promotoras de salud, cualquiera sea su naturaleza. 

• Elaborar y mantener actualizado el mapa de riesgos y, de acuerdo con el mismo, 
proponer el plan de visitas anual para revisión del Director.

• Adelantar las gestiones necesarias para asegurar el eficiente, eficaz y efectivo 
cumplimiento de los planes, programas y proyectos de la entidad, que sean com-
petencia de la Dirección en lo relacionado con las funciones del grupo.

• Realizar estudios de idoneidad a los auditores médicos de las entidades 
promotoras de salud, a las entidades que ofrezcan Planes Adicionales de Salud e 
instituciones prestadoras de servicios de salud privadas.

• Adelantar seguimiento permanente para la evaluación de los convenios do-
cente-asistenciales, que se celebren con las instituciones prestadoras de servicios 
de salud privadas. 

• Las demás que le sean asignadas al grupo de acuerdo con la naturaleza de 
sus funciones.

Artículo 3°. El Grupo de Vigilancia e Inspección del Sistema de Garantía de 
Calidad en el Régimen Subsidiado cumplirá las siguientes funciones:


